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ANTECEDENTES HISTÓRICOS: LA PIRATERÍA COMO DELITO  TIPO EN LA MAR.


Hemos dicho en otro lugar
que la piratería era, es y será siempre (hoy perviven formas de ella) un delito perseguible desde el derecho interno, aunque en ocasiones no existan tipos específicos y la calificación de las acciones antijurídicas piratas haya de verificarse por la vía genérica de incardinar las conductas en los tipos básicos de los delitos contra las personas o contra la propiedad. Actualmente, en el derecho español, por imperativo de las necesidades jurídicas presentes, es la piratería aérea la que acapara la legislación especial del derecho interno (Ley de Navegación Aérea, de 24.12.1960, arts. 39 y 40), sin perjuicio de lo que luego comentaremos sobre la jurisdicción penal universal, como principio básico de la Ley Orgánica del Poder Judicial y al margen, también, de la denominada piratería informática y de otras formas de criminalidad organizada a las que, en ocasiones, se les aplica la denominación.

España padeció singularmente la actividad pirata; fue mas siempre – y eso debería ser timbre de gloria – potencia que padeció, pero no ejercitó la piratería. La definición de este delito puede considerarse vigente a lo largo de la historia, aunque cabe utilizar la que se ha venido manteniendo desde el reconocimiento de los Estados nacionales, conforme a la cual, constituyen piratería “los actos de depredación y violencia contra las personas realizados, en el mar o desde él, por individuos de la dotación de un buque, que se han colocado fuera de la jurisdicción de todo Estado perteneciente a la comunidad internacional y la emplean, indistintamente, contra súbditos de uno u otro país, sin tener comisión alguna legítima de guerra”
.

A.- Orígenes.-


Cabría preguntarse cuándo surgió la piratería. Quizás sea tan antigua como el marino, por lo menos desde que se contó con embarcaciones de cierta entidad. Se sabe que en Grecia comenzó no con actos de agresión o barbarie hacia las personas, sino con el apoderamiento de cosas, tales como el ganado de las islas que luego recorrería Odiseo, el cual muchas veces procede, precisamente, como un verdadero pirata cuyas hazañas él mismo cuenta
. Posteriormente Pompeyo y César fueron terminando con los merodeadores del Mar Mediterráneo, volviendo así libres a las rutas marítimas otra vez. Hay que esperar a la época de las Cruzadas, que es cuando se produce el renacimiento naval veneciano y bizantino, para que vuelva a hablarse de estos diestros, osados e implacables nautas, provenientes entonces fundamentalmente de Normandía y Berbería. Los escandinavos eran también gente de mar; vivían en tierras en gran parte insulares, donde las comunicaciones se hacían sobre todo por vía marítima. Pero, contrariamente a lo que era habitual entre los griegos, no temían navegar fuera de la vista de la costa, y así se lanzaron atrevidamente a través del inmenso océano y llegaron a América del Norte, según parece cinco siglos antes de que Colón desembarcara. Sus correrías han motivado innumerables y amenas crónicas. Mas no solo invadían zonas isleñas y costeras; remontaban los ríos y procuraban refugio y sustento dondequiera lo hallaran. París, por ejemplo, conoció sus ataques en algún momento del siglo noveno. Las sagas se han encargado de embellecer las hazañas piratescas de estos rudos personajes, que fueron extendiendo su escenario hasta llegar al Mediterráneo; atacaron España, Sicilia, Calabria; uniéndose a los primeros berberiscos, aterrorizaron a poblaciones enteras. Y tenían por costumbre sus "drakkars" y "snekkars" llevar un poeta a bordo, para relatar las hazañas que iban cumpliendo. Eran los "reyes del mar", como lo dice su nombre, "vikingos". Más adelante comienzan a hacerse famosos nombres individuales, como Guinimer, el llamado "archipirata" por Godofredo de Bouillon, célebre cruzado.
 

Con el paso del tiempo (siglos XIV y XV) se van perfeccionando los buques, que adquieren más porte, capacidad y seguridad. Las técnicas bélicas cambian también; la popularización de la pólvora trae consigo nuevos armamentos y nuevas formas de combatir.
 El transporte del oro de América fue otro incentivo para los piratas, que costó muy caro a las autoridades españolas, las cuales debían repeler los ataques piratas no sólo en el mar sino en las localidades fortificadas de la costa americana, cuyas ciudades eran saqueadas una y otra vez, a sangre y fuego. Se da entonces un auge universal de la piratería
; se destacan no sólo los más típicos y conocidos capitanes del Caribe cuyos nombres aún suenan; también en el Mediterráneo actúan con renovado vigor los berberiscos, lo cual coincide con la detención del poderío naval turco.

Mientras el siglo XVI representa para la piratería americana una época heroica (un puñado de hombres solos y libres enfrentados al mundo) y el siglo XVII su edad dorada (cuando recibieron el apoyo de las potencias europeas) el siglo XVIII es el de su leyenda: Conseguidos sus propósitos, Inglaterra y Francia retiran su apoyo a los piratas, cierran sus asentamientos o los reconvierten en pacíficas colonias, les obligan a cambiar su forma de vida o a perecer. Las grandes acciones conjuntas de los piratas no vuelven a repetirse. Y, sin embargo, es en este siglo dónde aparecen las grandes individualidades de la piratería: Avery, Roberts, Lafitte, Barbanegra... hombres que harán honor a la traducción latina de su nombre: ladrones de mar.

El marco de sus operaciones no es ya el Caribe (poco seguro para los piratas desde la Paz de Utrech) sino las colonias inglesas de América del Norte. Los piratas se convierten en contrabandistas, burlando el monopolio inglés, o se hacen de nuevo corsarios, con patentes de corso expedidas por los propios gobernadores americanos.
 

B.- La piratería como delito. Evolución y desarrollo: 

a) La regulación hasta el siglo XVII

Jurídicamente la piratería ha de configurarse como una modalidad de lo que hoy se denomina protección penal de la Comunidad internacional, por cuanto es un delito de los que pudiera ser encajado entre los “contra el Derecho de gentes” o contra los intereses internacionales o supranacionales, cuya persecución interesa, en principio a todos, para salvaguardar el principio de libertad de los mares y el bien jurídico de la seguridad en la navegación. Esto explica que se ha regulado en el derecho interno, pero también, desde el origen del denominado Derecho Internacional, a través de la denominada Escuela española del Derecho Natural de Francisco de Vitoria, Francisco Suárez, Domingo de Soto, etc., como derecho a protegerse de la misma los países previos convenios de tal carácter internacional.

Sin embargo, con carácter previo al advenimiento de los Estados nacionales, se dieron regulaciones y usos de cada país y, en España, prácticamente con las mismas fuentes normativas del corso, ya tratadas.

Hasta la Codificación del siglo XIX, en el denominado Derecho Penal del Antiguo Régimen, de las Monarquías Absolutas, la caracterización es la aplicación de penas muy graves provocando la intimación. Era lógico que en un delito tan grave como la piratería se aplicasen algunas de las penas mas crueles de la época en la que se ejecutaba la pena capital mediante hoguera, saetas, rueda, degollación o descuartizamiento; así como las corporales de azotes, marca o mutilación. Todo ello se mantendrá hasta el reformismo de la época de la Ilustración, del que en España tenemos en la materia varias pragmáticas inspiradas en el espíritu humanitario y utilitarista, tendiéndose a la desaparición de las distintas formas de tormento.
b) La situación en la América hispana y en el Caribe.


Desde el principio, los reyes de Castilla establecen para las Indias la más absoluta prohibición en materia comercial y de inmigración, así como numerosas restricciones a cualquier tipo de contacto con extranjeros, más aún si eran declarados enemigos del cristianismo. Los mecanismos de control y exclusividad sobre los territorios recién conquistados lo fundamentan en el famoso principio del Mare Clausum (mar cerrado). Frente a esta tesis, la teoría del Mare liberum
 condujo a facilitar lo que se convirtió en pillaje de las riquezas acopiadas por España, sobre todo desde el final de la segunda década del siglo XVI, con los traslados de los grandes tesoros mexicanos a Castilla, interceptados por piratas franceses. La Casa de Contratación, ante las incursiones de piratas en el Caribe, puso en práctica mecanismos para defender los cargamentos que partían hacia y desde las Indias, con el aseguramiento de los periplos navieros y la información a las autoridades con anticipación del arribo de flotas mediante el denominado “navío de aviso”, embarcación de poco tonelaje y desplazamiento rápido que, como su nombre indica, alertaba de las expediciones. 


Se ha dicho que las dos Españas – entendidas como las de las dos orillas del Atlántico – constituyen una unidad cerrada desde el punto de vista jurídico, patrimonio exclusivo de los reyes de Castilla, si bien ni siquiera en los momentos de mayor presión institucional sobre el Nuevo mundo – en los reinados de Felipe II y Carlos III – las Indias obedecían – tal vez no era posible – la totalidad de las directrices y, de cualquier forma, eran interpretadas desde cada punto de vista “indiano”. La distancia, la dispersión territorial, la diversidad económica y humana, las distintas bases culturales, usos y costumbres y, sobre todo, la diversa personalidad de los administradores en cada rincón de aquella parte del Imperio, hacen imposible la homogeneidad. 


Mas, siendo patente que el gobierno de cada territorio había de adoptar formas autonómicas, no se dudaba en tiempos de Felipe II de la tutela de la Corona. El panorama se alteró con la fundación de Jamestown (1607) en Virginia y de Québec (1608) en el Valle de San Lorenzo de la actual Canadá, los iniciáticos comienzos de los asentamientos inglés y francés. Va a inaugurarse la apertura de frentes antes inexistentes y con intereses económicos contrapuestos, mucho más porque estas colonizaciones obedecen mas a la mas egoísta iniciativa privada que a la pública. Es la época del nacimiento de la mercantilización: Compañía de Indias Orientales (1602); Banco de Ámsterdam (1621) y las primeras Bolsas de Comercio (Amberes, Lyon o Londres). Aquellas primeras etapas coloniales se desarrollaron luego completándose con los holandeses que fundaron Nueva Holanda junto a la río Hudson y Nueva Amsterdan en la isla de Manhatan, a principios de siglo XVII, que pronto fue arrebatada por los ingleses, en 1638, que la rebautizaron como Nueva York. Otros asentamientos holandeses dieron lugar a correrías de piratas de este origen que pretendieron conquistar Bahía en 1624, defendida por lusos y castellanos; en 1628 asaltan un gran cargamento español en Matanzas (Cuba) y mas adelante también los holandeses fundan colonias pequeñas, más asentamientos mercantiles que expansionistas, en Curaçao, Aruba, Bonaire, San Martín, etc.
Igualmente, los ingleses fundaron, tras Jamestown, hasta trece colonias a lo largo de la franja orientan de la costa este norteamericana, núcleo original de EEUU.


De estos asentamientos, sobre todo ingleses, surgieron expediciones piratas, a través de las cuales Inglaterra “trasladó al Nuevo mundo su conflicto bélico con España”
. Es la época dorada de filibusteros, corsarios, piratas y bucaneros, que asolan las costas atlánticas y pacíficas del imperio español en ultramar, devastando sus puertos, abordando y tratando de saquear sus buques y convoys y colapsando o pretendiendo agotar las comunicaciones marítimas con la península. Los ataques de Morgan a Portobelo (1668), Maracaibo (1669), Santa María (1670) y Panamá (1671) fueron hitos depredadores que culminaron en la conquista de Jamaica. Paralelamente, Francia abriría su expansión en Canadá, fundando Villa María (actual Montreal) en 1642. En Lima y El Callao se establecieron, como en otros lugares, fortificaciones y es de suponer que, si hubiere piratas capturados, tras las respectivas escaramuzas o asaltos, la actuación procesal y penal se efectuaría con la dureza propia derivada de la magnitud del daño y los delitos y, si en relación al indio americano las leyes (v.gr. Una Real Cedula de 1697), trataban de equipararlo en derechos (“serán considerados según y como los demás vasallos míos en mis dilatados dominios de la Europa”) también se trasladaría, y aún con mayor energía, el durísimo tratamiento penal de posibles piratas capturados o de sus naves. Desgraciadamente, los historiadores dan mas cuenta de desastres que de capturas, de saqueos de bienes hispanos que de apresamientos de piratas.



c) La evolución desde el siglo XVIII 

La decadencia de la actividad de los piratas, corsarios y bucaneros comienza a fines del siglo XVIII. Sigue entonces en vigencia la trata de negros, y se materializan todas las actitudes que puedan imaginarse acerca del desprecio por la vida y la condición del hombre. Los dominios españoles de las Antillas y América Central, las colonias asiáticas y africanas de las naciones europeas son los escenarios de un gigantesco cúmulo delictual, según ya se veía entonces. De esta época datan algunos de los nombres citados, que han aportado abundante material a los escritores y a los productores cinematográficos, como anotábamos
. En el siglo XIX, los esfuerzos de algunas naciones, particularmente Inglaterra, Francia y Estados Unidos, lograron prácticamente abolir la piratería. Gradualmente, los gobiernos fueron reconociendo que la piratería constituía un delito internacional, e hicieron esfuerzos por desterrarla. Entrado el siglo XX, quedan aún sectores afectados por ella: los mares del sur de la China son su teatro de operaciones como examinaremos más detenidamente. Siguen existiendo mercenarios; también se incluye a algunos buques de guerra entre los corsarios-piratas contemporáneos. Modernamente, la delincuencia internacional ha tomado otros cauces, de raíz sobre todo política: el terrorismo ha inaugurado el secuestro de aeronaves y de buques, planteando un problema que no ha hallado todavía solución. Las facetas trágicas de los hechos actuales, los tremendos avances de la tecnología que los hacen posibles como hasta hace poco no se hubieran imaginado, llenan de angustia el espíritu. Los tiempos de la piratería clásica, que vemos ahora desde lejos, han quedado, sin duda, atrás; su realidad luctuosa queda en la bruma; recordamos más bien lo heroico, lo pintoresco, lo atrevido de la aventura: en una palabra, ya no navegan los majestuosos galeones trayendo el oro de las Indias, ya no están Morgan o el Corsario Negro, rodeados de su romántica aureola, al acecho de su presa o a la espera de su venganza.

C.- El delito de piratería en la época de la codificación: La legislación española y sus fases.


Desde 1822, de forma irregular conforme a las sucesivas y gratificantes entradas de las corrientes constitucionalistas y liberales, que desde 1812 alternan triunfos y fracasos, el fenómeno codificador se desarrolla en todas las ramas del derecho. Salvo el Código de Comercio de Sainz de Andino, en 1829, los primeros textos codificados son penales, en esencia por ser la materia en que mas primordiales son las regulaciones de las garantías de la persona. Y así surgen los Códigos Penales de 1822, 1848, con la reforma de 1850, 1870 y, ya en el siglo XX, 1928, 1932, 1944, 1963 (texto revisado), 1973 y 1995 (con todas sus reformas posteriores). Pues bien, no en todos ellos se tipifica la piratería y cuando se hace es en el seno de los Delitos contra la seguridad exterior del Estado y contra el Derecho de gentes, considerándole delito grave cometido en la mar, desde buques, contra otros buques o contra instalaciones de tierra.


Paralelamente, el delito ha sido también objeto de atención en el Código Penal de la Marina de Guerra de 1888, que incluía la piratería dentro de los Delitos contra la seguridad del Estado, entre los Delitos contra el derecho de gentes, toda vez que su conocimiento estuvo adscrito a la Jurisdicción de Marina cuando se estructuró la organización jurisdiccional en España.


De esta regulación es heredera la contenida en la Ley Penal y Disciplinaria de la Marina Mercante de 22.12.1955 (art. 9) y en el Código de Justicia Militar de 1945 (en adelante, C.J.M), en cuyo art. 6.9 se atribuía a la jurisdicción militar el conocimiento de los delitos de piratería “cualquiera que sea el país a que pertenezcan los acusados”, siguiendo el criterio que había establecido el art. 350 nº 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1870, que atribuía a la Jurisdicción de Marina las causas “por delitos de cualquier clase cometidos... por piratas apresados en alta mar” redacción que, al decir de Rodríguez Devesa
, era sumamente defectuosa en el sentido de que “entendida literalmente podría llevar a la impunidad del pirata que conseguía llegar a tierra firme o a las aguas jurisdiccionales”, lo cual el autor, desde luego, considera absurdo. Pensamos que era una norma mas competencial que sustantiva, por lo que solo precisaba la sumisión de los delitos en alta mar, no porque excluyera de la tipificación delictiva a los delincuentes piratas, aprehendidos en aguas jurisdiccionales o en tierra, sino porque, en estos últimos casos, la competencia va de suyo implícita por los principios generales de territorialidad y mar territorial, mientras que la competencia por hechos en alta mar contra buque pirata, a veces extranjero, hay que configurarla, por exceder de las reglas generales de competencia. 


De cualquier forma, el C.J.M. de 1945 citado (art. 9), hoy derogado por el Código Penal Militar de 1985, no planteaba esos problemas en su redacción, al someter a la jurisdicción militar española a los piratas “cualquiera que sea el país de pertenencia”.


En el Código Penal común de 1944, que perdura en el de 1963 y 1973, siguiendo la tradición de Códigos Penales que antes enumerábamos, “se mienta la piratería – como dice Quintano
- sin tratarse de definir su noción y sin mentarse para nada los móviles políticos, ni siquiera los de lucro”. Lo que trasciende como verdadera columna vertebral del delito serán “los actos de violencia, de indeterminada naturaleza comisiva”. La regulación es la de los arts. 138 (tipo base) y 139 (tipo agravado, que contempla agravaciones específicas para actos de piratería que ocasionan muerte, lesiones graves, acciones contra la honestidad y abandono de persona sin medios para salvarse) a los que se asigna la pena de reclusión mayor a  muerte, si se trata de piratería contra españoles o súbditos de nación que no se halle en guerra con España y la de reclusión mayor si la acción es contra súbditos no beligerantes de nación que se halle en guerra con España. Las mismas penas se atribuyen en todo caso al Jefe o Patrón pirata. De ello deduce el maestro Quintano
 que “las especies no agravadas, constituidas por el tipo base del art. 138 CP de 1944, han de ser las de robo y violencias no especificadas en el art. 139. Se plantea también el autor, al observar que el propio Código Penal del 44 establecía como circunstancia agravatoria del robo (Art. 506) la concurrencia de asalto a buque o aeronave, que se da un concurso de delitos, que se resolvía por las normas de aplicación del concurso a favor del que otorgase pena mas grave. De cualquier forma, estas formas delictivas, como las del art. 9 de la Ley Penal y Disciplinaria de la Marina Mercante, de 22 de Diciembre de 1955, se aplicaban en el seno de la Jurisdicción de Marina.

D.- La perspectiva iusinternacionalista.- La Conferencia del Mar de 1982 y el Código Penal vigente.


En cuanto a la regulación internacional, con carácter previo al Convenio de Ginebra de 1958 sobre el régimen jurídico del alta mar, que dedicó siete artículos a la piratería, proclamando la necesidad evidente de su represión y siendo el antecedente directo de los ocho artículos que le dedica la Convención de Jamaica
, hubo dos proyectos de Convenio para su represión. El primero, elaborado por el profesor japonés Matsuda, en 1926, bajo la iniciativa del Subcomité de expertos de la Sociedad de Naciones, y el segundo, en 1932, redactado por el ilustre jurista norteamericano Joseph Walter Bingham por encargo de la Law School de la Universidad de Harvard. En ambos proyectos se basaron, sin duda, los redactores de la Convención sobre alta mar citada de Ginebra y los de la Conferencia de Montego Bay. A todo ello hay que añadir los criterios de jurisdicción penal universal que van a permitir la persecución por cualquier Estado de este tipo de delitos.

En cualquier caso, el buque pirata, al quedar excluido de toda protección o subordinación jurisdiccional derivada de su pabellón, se encuentra al margen de la teoría de la “ficción de extraterritorialidad”, si bien puede mantener la nacionalidad que se derive de su primer registro marítimo y mercantil. Sin embargo, al ponerse fuera de toda normativa, en lo referente a los actos de depredación, por tales actos sus titulares o tripulantes, según su responsabilidad en el marco del siglo XX, pueden ser juzgados por cualquier país en su condición de delincuentes contra la comunidad internacional, a los que se aplican los principios de jurisdicción penal universal, en la actualidad previstos en nuestro derecho en el art. 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 6/85, de 5 de julio
.


En el art. 100 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (Convenio de Jamaica) de 10 de diciembre de 1982, se establece el deber de todos los Estados de cooperar en la represión de la piratería en la alta mar o en cualquier otro lugar que no se halle bajo la jurisdicción de un Estado. También el art. 101 da una definición de piratería en tres apartados, a saber: 

a) “Todo acto ilegal de violencia o de detención o todo acto de degradación cometidos con un propósito personal por la tripulación o los pasajeros de un buque privado o aeronave privada y dirigidos:

1) Contra un buque o una aeronave en alta mar o contra personas o bienes a bordo de ellos.

2) Contra un buque o una aeronave, personas o bienes, que se encuentren en un lugar no sometido a la jurisdicción de ningún Estado.

b) Todo acto de participación voluntaria en la utilización de un buque o de una aeronave, cuando el que lo realice tenga conocimiento de hechos que den a dicho buque o aeronave el carácter de aeronave pirata.

c) Todo acto que tenga por objeto incitar a los actos definidos en el apartado a) o en el apartado b) o facilitarlos intencionalmente.

Se asimilaran, a los actos cometidos por un buque o aeronave privados, los actos de piratería definidos en el art. 101, perpetrados por un buque de guerra, un buque del Estado o una aeronave del Estado, cuya tripulación se haya amotinado y apoderado del buque o de la aeronave”.

Esta extensa y compleja definición no difiere, al margen de las referencias a las aeronaves, de la histórica y tradicional que antes describíamos y plantea, ya con rotundidad, la no sumisión a un Estado de los buques piratas en alta mar, fuera de aguas jurisdiccionales, así como la posibilidad de persecución internacional
. 


En nuestro derecho interno, en la actualidad han desaparecido – teniendo en cuenta el silencio del Código Penal Común de 1995, y del Código Penal Militar de 1985 y considerando la derogación de la Ley Penal y Disciplinaria de la Marina Mercante, por la vigente Ley de Puertos y Marina Mercante de 24 de noviembre de 1992 – todas las referencias sustantivas a la piratería como delito a contemplar en nuestro Derecho interno y, sinceramente, aunque ello se explica por la regulación internacional, no compartimos ni comprendemos del todo este silencio que no implica, desde luego, que nuestros Tribunales no puedan conocer y perseguir delitos de piratería, tanto si el sujeto pasivo del delito es súbdito español, como si es extranjero, según los principios de jurisdicción penal universal. Otros delitos de las mismas características, asimismo contemplados en el art. 23 de la L.O.P.J. de 1985, también pueden ser perseguidos por esa vía (genocidio, terrorismo, falsificación de moneda extranjera, relativos a la prostitución y tráfico de drogas, previstos en los apartados a), b), d), e) y f) del art. 23.4 LOPJ y tienen su regulación en nuestro derecho interno, al menos en sus tipos mas representativos. La regulación interna, además, contribuye a refrendar los Convenios internacionales ratificados por España y, en este caso, serviría para haber recogido, en ese punto, la normativa de la Conferencia de Derecho del Mar de Montego Bay, de 1982. O sea, que hemos suprimido para nada. Puede argüirse que ya no hay piratas, pero no es cierto. Cosa distinta es que actúen de distinto modo. Sin embargo, al margen de posibles valoraciones políticas, no esta tan lejos la captura del buque portugués “Santa María”, en 1961, la del venezolano “Anzoátegui”, en 1963 y la del “Achille Lauro”, en 1985 y otros muchos, a alguno de los cuales nos referiremos en el siguiente epígrafe. Cierto que es relativamente habitual en nuestros días la actuación de Jueces de nuestra Audiencia Nacional aplicando los expresados principios de jurisdicción penal universal, pero en nada perjudicaría, en un país con profundos intereses marítimos, que mantuviésemos una regulación actualizada de la piratería. 

E.- La piratería marítima en nuestros días.


Según informes elaborados por la Oficina Marítima Internacional (Siglas inglesas IBM) en la última década los ataques a naves de transporte y turismo se han incrementado en un 500%. De cincuenta y dos casos denunciados en el año 1995 se ha pasado a 245 en el año 2005, teniendo en cuenta como es lógico solamente los denunciados. Entre los ejemplos que pueden citarse nos encontramos con el “Atlantic Pride”, buque originario de Chipre que en la madrugada del 13 de agosto de 2001 esperaba turno para entrar en el Puerto de Guayaquil, a unas 20 millas náuticas de la costa, observando que se le acercó una embarcación atacándole y provocando incendios, resultando muerto el Capitán y con pérdida del brazo uno de los tripulantes, atrincherándose los restantes miembros de la dotación que se enfrentaban a cuatro atacantes que, ante la resistencia tomaron solo parte de la carga de cubierta y abandonaron el buque. Otro lugar habitual de este tipo de sucesos es Malasia. Según afirma la Cámara Internacional de Comercio (ICC) los principales objetivos de los abordajes modernos son el robo de la caja del barco, el secuestro del navío para obtener un rescate, el robo de la carga o el del propio buque, con riesgos de muerte para los componentes de la tripulación. Cuando se apoderan del buque se le conduce a un lugar seguro para repintarlo, maquillarlo y dotarlo de nueva documentación. Lo cierto es que la tendencia al incremento de este tipo de delitos es progresiva. Los casos computados por la Oficina Marítima Internacional son 2068 entre 1991 y 2005. Se está incrementando la violencia. Los piratas actuales utilizan ametralladoras y granadas propulsadas por cohetes y las empresas afectadas o tratan de evitar las aguas más peligrosas o comienzan a buscar formas de autodefensa. El creciente comercio ilegal de armamento y equipos militares y la proliferación de mercenarios da lugar a que las organizaciones criminales encuentren en la fórmula pirata un “modus operandi” relativamente sencillo. Otras áreas de grave peligro son las de Somalia e Indonesia, la Isla de Sumatra y las aguas cercanas a Singapur, con advertencias especiales respecto al Estrecho de Malaca. 

En este sentido, en octubre de 1999 el carguero Alondra Rainbow zarpó del puerto indonesio de Kuala Tanjung con destino al puerto de Mike, en Japón. Nunca llegó a su destino al ser abordado por piratas armados, que colocaron a los diecisiete tripulantes en una balsa salvavidas y los dejaron a la deriva, siendo rescatados 11 días después milagrosamente. Antes, en septiembre de 1998, el buque Tenyu, de bandera panameña, también desapareció en el Estrecho de Malaca, cuando hacía ruta desde Indonesia a la República de Corea con una carga de lingotes de aluminio. El buque reapareció con nuevo nombre y una tripulación distinta, estimándose que sus tripulantes, también en número de 17, fueron asesinados. Dos meses después, en aguas de China Meridional fueron tirados por la borda 23 miembros de la dotación del granelero MV Cheung Son. 

Si pensamos que el número de buques de carga o cisterna en transporte de crudo anuales se aproxima a 50.000, los posibles objetivos son muy numerosos, especialmente en las aguas marítimas citadas y también en las próximas a Jamaica, Perú, Venezuela, Haití y la antes citada del Ecuador. 


En algún caso se ha propuesto por EEUU el despliegue de patrullas y tropas en Malaca, encontrando el rechazo de los países de la zona afectados que sostienen que la seguridad del estrecho solo atañe a los estados ribereños, es decir a Malasia, Indonesia y Singapur, aunque sí aceptan la ayuda internacional en lo referente a medios técnicos, pero en ningún caso medidas unilaterales que afecten a su soberanía ni a las leyes internacionales del mar. Una de las medidas que parecen orientar una postura de futuro es la creación del Centro de Control de la Piratería por el antes citado International Marítime Bureau, que actuaría como órgano encargado de la vigilancia y control de estas actividades y de todos los abordajes con fines criminales. Estos trabajos, unidos al de Comité de Seguridad Marítima de la Seguridad Marítima Internacional, sin embargo, no han pasado de tomar conciencia del problema, realizar advertencias y publicar estadísticas. El asesinato del navegante neozelandés Peter Blake, ecologista que navegaba en solitario y prácticamente sin objetos de valor alguno puso sobre la mesa la enorme crueldad de este tipo de delincuentes, que actúan con una cierta impunidad, el aludido Centro de Control de la Piratería que se constituyó en 1992 en Kuala Lumpur se financia con contribuciones voluntarias de compañías navieras y ofrece servicios gratuitos de información, datos sobre los últimos asaltos, las zonas peligrosas, los medios empleados y referencias sobre los lugares en donde se produce la receptación de los objetos robados. En algún caso se señala determinado tipo de riesgo potencial, como la peligrosidad de la navegación por las costas y puertos somalíes y demás lugares citados. Sin embargo, no parece que existan soluciones trascendentes de seguridad adoptadas a nivel internacional, ni tampoco las actuaciones judiciales y la colaboración entre los países para la persecución de los delitos está dando fruto. Como ya hemos tratado e insistiremos con posterioridad, parece imprescindible una postura seria colectiva que deberán encabezar los países con intereses navieros y de seguridad más afectados y que debería traducirse en una Conferencia y Convenio internacional de represión y persecución de la piratería marítima actual, con la posible creación de un sistema de ayudas a los países en que se desarrolla, sanciones económicas a los que pueda probarse que adoptan posturas de permisividad y actuaciones judiciales por la vía de extradición para la perseguibilidad de los delitos en concreto. Sin embargo, la singularidad de los lugares en donde se desarrollan las actividades piratas, el alejamiento de las navegaciones mas trascendentes económicamente en algunos casos de las aguas peligrosas descritas y un cierto grado de dejación y abandono del problema nos colocan en una situación precaria y poco útil para su solución.
OTRAS FORMAS DE DELINCUENCIA EN EL SIGLO XXI: EL TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES Y DE ARMAS Y EXPLOSIVOS; EL TRÁFICO HUMANO Y EN CONCRETO LA EMIGRACIÓN ILEGAL.-


Nos fijamos ahora brevemente en tres grupos de delitos que utilizan el mar como medio de manera habitual. Nos referimos al tráfico de drogas y estupefacientes, al de armas y explosivos y a lo que se ha venido en denominar tráfico humano, con fundamento en la obtención de mano de obra barata o en la consecución de beneficios por quienes buscan en la emigración ilegal una fuente de lucro a costa de los problemas y necesidades del tercer mundo. Son tres tipos de delitos que protegen bienes jurídicos muy diversos.

- Tráfico de drogas y estupefacientes: 

Este delito afecta a la salud pública, habida cuenta de que la droga es a principios del siglo actual uno de los principales motivos de enfermedad y muerte en los países consumidores receptores, a la vez que viene a ser una fuente de ingresos elevadísimos para las mafias traficantes, lo que fuerza su incremento constante. No obstante es relativamente esperanzador que la conciencia internacional y podíamos decir universal ofrece cuando menos una vertiente de optimismo. Hay un acuerdo generalizado de persecución. Los Convenios Internacionales sobre la materia son bien recibidos. Los países admiten la colaboración policial y judicial con facilidad y las actuaciones contra el tráfico tienen organizada una conexión que da frutos positivos en la captura de alijos, aunque el volumen es tan desmesurado que siguen entrando enormes cantidades de droga en todos los países del mundo, en los que por otra parte de manera normativa no suele tipificarse como delito el consumo, como ocurre en la legislación española y sí únicamente el tráfico, lo que sin duda obviamente dificulta en alguna medida la perseguibilidad. Lo único factible y plausible es insistir en esas formas de colaboración. Desde el punto de vista legal, si consultamos las Memorias de la Fiscalía de los últimos años, observamos que el número de detenidos por tráfico de drogas asciende a más de 17.000, los decomisos van desde los 564.000 kilos de haschis a los 17.000 de cocaína y 274 de heroína
. Los últimos datos sobre esta materia son los de la Memoria de la Fiscalía General del Estado del año 2005 que, paralelamente a la estadística de años anteriores establece un análisis comparativo. La cifra total de detenciones fue de 14277, lejos de los 17.000 del año 2000, si bien no se han computado las detenciones de policías autonómicas. De estos detenidos 4.800 son extranjeros, es decir, el 33%, de los cuales el 50% son del continente africano y el 26% del continente americano; el resto europeos. Es mayoritaria la presencia de ciudadanos marroquíes. El número de decomisos ha sido el de 170.000, incluyendo los verificados por delito de tráfico por consumo en lugares públicos, al amparo de la L.O 1/92, de Seguridad Ciudadana, por lo que se ha incrementado esta cuantía respecto a años anteriores. Las cifras son 800 toneladas de haschis, 33.000 kilos de cocaína, 271 kilos de heroína y 800.000 unidades de éxtasis.

En los aspectos que aquí estamos considerando, el 60% del haschis se ha intervenido en operaciones de mar y costa, perteneciendo a las provincias andaluzas, especialmente a Cádiz y Málaga, Sevilla y Almería los datos de intervenciones más altas. También el 70% de la cocaína se ha ocupado en operaciones de mar y costa, con actuaciones en alta mar y colaboración de la Armada a través de planes entre Defensa e Interior
. En esta materia, cabe resaltar que, de conformidad con el art. 17 de la Convención de Naciones Unidas de 1988, las autoridades nacionales pueden gestionar autorizaciones de registro de buques extranjeros. En 2004 España solicitó 14 autorizaciones de registro, respecto de embarcaciones sospechosas: cinco de ellas al Reino Unido y otras a Francia, Belice, Togo, Panamá, Alemania y Bélgica. La heroína y el éxtasis normalmente no tienen intervenciones marítimas.

Como puede verse hay una evidente tendencia a la persecución, al control y a la actuación policial ordenada
. Evidentemente son casos de la denominada delincuencia organizada y dan lugar a una profusa jurisprudencia de los denominados delitos contra la salud pública o de narcotráfico que se contemplan en los arts. 359 y siguientes del Código Penal de 1995 que persiguen la elaboración, el despacho, el suministro o el comercio y tráfico de las sustancias o productos químicos nocivos para la salud con los tipos específicos de la extrema gravedad para el caso de que las drogas o sustancias psicotrópicas se faciliten a menores, en establecimientos abiertos al público, la acción se lleve a cabo con cantidades de notoria importancia, se faciliten las sustancias a personas sometidas a tratamiento de deshabituación, se adulteren incrementando el daño, el culpable pertenezca a una organización o asociación que tenga por fin esta actividad y cuando fuere autoridad, facultativo o funcionario público. Estos tipos agravados específicos son los del art. 369 CPM 1995. Por su parte el art. 371 hace referencia a la aplicabilidad específica en nuestro derecho interno de la Convención de Naciones Unidas hecha en Viena el 20 de diciembre de 1988 sobre el tráfico ilícito de estupefacientes.

Pues bien, esta regulación se proyecta muy especialmente en múltiples casos en decomisos realizados en la mar en los que ha venido a participar, en colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la Armada Española en un sistema de actuación prevista de manera genérica en nuestra legislación, como luego contemplaremos y cuya regulación debería promoverse de forma más extensa. También se ha venido a verificar una utilización en este tipo de delitos de las formas de investigación policial, previa autorización judicial de intervención telefónica, agentes encubiertos e incluso la denominada “entrada vigilada de drogas”, cuya técnica consiste en dejar que remesas ilícitas o sospechosas salgan del territorio de uno o más países con el conocimiento y bajo la supervisión de las autoridades competentes con el fin de identificar a las personas involucradas, todo ello de conformidad con la antes citada Convención de las Naciones Unidas hecha en Viena en 1988 sobre la materia
.

- Tráfico de armas:

Con respecto al tráfico de armas, supone también una forma de delincuencia organizada y sobre la que, aunque en menor medida, existe también una actuación internacional coherente, con intercambio de informaciones en el ámbito policial y judicial, especialmente en Europa a través de las órdenes europeas de detención y entrega y la asistencia internacional también extensible a este tipo de delincuencia. Las medidas en este punto afectan al denominado control naval de tráfico marítimo, si bien en esta materia, salvo en los casos de persecución de actividades que pueden considerarse en el marco de la actuación antiterrorista, los acuerdos y la política criminal común son evidentemente más dificultosos. El Código Penal Español de 1995 castiga en los arts. 563 y siguientes (Sección Primera) la tenencia, tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos, algunos de los cuales han sido objeto de modificación por L.O. 15/2003, de 25 de noviembre, de Modificación del Código Penal y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el mismo Capítulo V, en cuya Sección Segunda se estudian los delitos de terrorismo en los arts. 571 y sigs. Por lo que se refiere al tráfico, el art. 566 castiga a los que “comercialicen... armas o municiones no autorizados por las leyes o por autoridad competente”, integrando en sucesivos grupos las armas o municiones de guerra, las armas químicas o biológicas y las armas de fuego reglamentadas y sus municiones; en el número 1.3º castiga específicamente “el tráfico de armas o municiones de guerra o de defensa o de armas químicas o biológicas”, siguiendo las clasificaciones del R.D. 137/1993, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Armas, así como la actual normativa internacional sobre armas biológicas. Esta actividad es habitual que se desarrolle a través del medio marítimo y hay que ponerla también en relación con la normativa internacional, en particular la Convención de París de 13 de enero de 1993 sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y su destrucción, ratificada por España en 1994; debiendo también tenerse en cuenta la Ley 33/1998, de 5 de octubre, de prohibición total de minas antipersonal y armas de efecto similar y, en general, la normativa incluida en los Convenios de Ginebra sobre Derecho Internacional Humanitario y las normas de Derecho Internacional Marítimo sobre Contrabando de material de guerra, que pueden afectar a la condición del Estatuto de neutralidad cuando lo realicen buques de países no beligerantes. Sobre esta materia cabe resaltar el agravamiento especial de las penas para los que la Ley califica como “promotores y organizadores”.

Debe citarse, por último, la Ley de Contrabando 12/1995, que prevé la posibilidad de que dicha actividad se realice con material de defensa, armamento y este tipo de productos, cuando su tráfico, exportación e importación se realice con declaración falsa o incompleta en relación con la naturaleza o destinó último de los mismos, en cuyo caso constituirán el delito de contrabando previsto en dicha norma.

- Emigración ilegal:

Por lo que se refiere a los delitos relacionados con la emigración ilegal, merecen un tratamiento específico por la trascendencia y actualidad del problema especialmente en Europa y en España en particular. El tipo principal en nuestro Código Penal está previsto en el art. 313 que castiga a quienes promovieren o favorecieren “por cualquier medio la emigración clandestina de trabajadores a España”, delito éste que se castiga con pena de prisión de dos a cinco años y multa de seis a doce meses, enmarcado en el tipo del art. 312 de tráfico de manera ilegal por mano de obra y en el seno del Título XV cuya rúbrica es la de “Delitos contra los derechos de los trabajadores”. Entendemos que el bien jurídico protegido es múltiple o pluriofensivo y no se puede enmarcar sencillamente en este vulneración de derechos por quién busca trabajo de cualquier forma, de manera comprensible para salir de una situación de miseria, pero careciendo de todo tipo de autorización, permiso o contrato para la entrada en un país que en la estimación del actor, en muchos casos desesperado, le puede ofrecer un mínimo de estabilidad económica. Debemos desde luego resaltar los problemas estrictamente de control marítimo que se plantean y, desde un primer momento que, ni que decir tiene, no se trata de perseguir al emigrante desfavorecido por la fortuna y necesidad grave, sino a quién le engaña, abusa de su confianza y le exige cantidades económicas que a su nivel resultan enormemente importantes, bajo ideas o promesas que difícilmente se cumplen.        
La L.O. 4/2000 de derechos y libertades de los ciudadanos extranjeros, introdujo el delito del tráfico ilícito de personas en el art. 318 bis del Código Penal de 1995. Este precepto, mantenido con la misma redacción en la reforma del Código Penal promovida por la L.O. 15/2003, de 25 de noviembre, prevé la penalidad de “los que promuevan, favorezcan o faciliten el tráfico ilegal de personas en tránsito o con destino a España”, con tipos agravados en los casos de ánimo de lucro, violencia, intimidación, engaño o abuso de la situación de necesidad de la víctima y en los casos en que la comisión de los hechos ponga en peligro la vida, la salud o la integridad de las personas o la víctima sea menor de edad. La normativa proviene de los compromisos internacionales en el marco de la Unión Europea y se pretende avanzar por encima del delito de inmigración clandestina previsto en el art. 313 del propio Código que regula la inmigración clandestina de trabajadores desde un ángulo más propiamente laboral, es decir, respecto a las conductas que “promuevan o favorezcan por cualquier medio la inmigración clandestina de trabajadores a España”. El legislador ha pretendido atacar “el tráfico ilícito de personas” con lo que, al margen de la problemática laboral, lo que se persigue como bien jurídico protegido es mantener los controles, evitar la introducción de residentes ilegales y que no se alteren en consecuencia las posibilidades de integración personal y social de los afectados en contra de las normas legales básicas, siempre pensando en la libertad, la seguridad y la dignidad de los emigrantes, toda vez que no es a éstos obviamente a los que se persigue, sino a los que han promovido o provocado su entrada ilegal con la afectación de la estabilidad laboral y social en las poblaciones, ciudades y naciones en las que se produce esta llegada indebida
. Se trata también de promover pactos con los países puente (Senegal, Mauritania, Marruecos, etc) a efectos de conseguir en la medida de lo posible la solución de los problemas en origen. Lo que se ataca es el tipo de grupos delictivos que fueron objeto de estudio en la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional, celebrada en Palermo el año 2000 y que además implica la concienciación de todos los países y, en el caso de nuestra área, de los de la Unión Europea que observa, no sabemos si con la misma alarma que los españoles, el crecimiento del fenómeno que, en cierto modo, podemos calificar de imparable. Probablemente la cuestión excede del ámbito del derecho penal, afecta al derecho internacional de los derechos humanos y tiene multitud de perfiles y enfoques de difícil valoración y alcance. La Ley de Extranjería a la que antes aludíamos ha previsto la alternativa de la expulsión del extranjero que vulnere tanto las normas penales como las normas de entrada en España, como sustitutivo procesal y como sustitutivo penal. La expulsión no voluntaria ha sido objeto de análisis por el Tribunal Constitucional (SSTC 203/97, 242/94 y STC 24/2000). La citada Ley de Extranjería, en el art. 51.7 promueve la posibilidad de expulsión “cuando el extranjero se encuentre procesado o inculpado en un procedimiento por delitos castigados con penas privativas de libertad e inferior a seis años”, supuesto en el cual se puede autorizar previa audiencia del Fiscal la salida del territorio español, pensándose en la justificación de la persona que pudiera cometer pequeños delitos precisamente con la intención de demorar la expulsión del país, produciéndose una especie de sobreseimiento de las actuaciones que sería provisional para el caso de que el extranjero vuelva al territorio nacional antes del transcurso del plazo de prescripción del delito. El sistema evidentemente no es nuevo, aunque se actualice en la estudiada Ley de Emigración 4/2000; no obstante la posible afectación del principio de igualdad en la aplicación de la legalidad penal y otros matices, - como evitar el denominado “seguro de permanencia” que se otorgaba al delincuente extranjero por tener que cumplir la pena con los efectos del transcurso del plazo - que surgen de la interpretación de la normativa del proceso penal, han dado lugar a que el Gobierno, en Acuerdo aprobado por Consejo de Ministros de 14 de julio de 2006, haya redactado un Anteproyecto de Ley de Reforma del Código Penal en el que, en principio, al parecer se deja sin efecto esta pena-sanción de expulsión. En la misma norma, que comentamos con toda cautela puesto que solo conocemos – a la fecha en la que redactamos este trabajo - la información periodística, se prevé la creación de tipos agravados para la delincuencia organizada que, tal vez, pudiera afectar también a la actuación de las mafias en materia de emigración.  A esta fórmula, se añade la denominada expulsión administrativa destinada exclusivamente a los extranjeros no legalmente residentes y también difícil y controvertida, como la anterior, si bien en este caso su previsión normativa obedece a razones de orden gubernativo y social, por lo que no atiende a ninguna intervención terapéutica o a neutralizar una hipotética peligrosidad criminal. La ejecución de la expulsión por causa penal puede acarrear la prohibición de volver a entrar en España,
 aunque ni en la variante penal ni en la administrativa se garantiza evitar el regreso irregular del afectado, última derivada de este problema de muy difícil solución y que sólo en el marco de la Unión Europea puede encontrar un principio de respuesta que vincule a las partes con plena conciencia de su gravedad. Es obvio que la inquietud que produce la actual situación es máxima y, personalmente, aún me parece escasa por cuanto la trascendencia del fenómeno va a extenderse durante mucho tiempo. Baste decir que la actuación legislativa y de la Fiscalía es constante en España y en Europa. Con sucesivas modificaciones de la L.O. 4/2000, con la Reforma del C.P. por L.O. 15/2003, con el nuevo y controvertido Reglamento de Extranjería con la apertura de la regularización por Decreto 2393/2004, aplicado en el año 2005 y con el Reglamento CE 562/2006, del Parlamento Europeo, de 15.03.2006 que aprueba un Código Comunitario para el cruce de personas por las fronteras Schengen, que entrará en vigor dentro de unos días, el 13 de octubre de 2006, pero que obviamente no sirve para la inmigración procedente del tercer mundo a la que España está haciendo frente casi en solitario. De esta batería de control reglado parece desprenderse que por fin la inquietud se presenta con claridad, pero las normas habrán de acompañarse de hechos y controles rígidos y con medios personales y materiales suficientes y, con seguridad, en todo caso, con pocas probabilidades de éxito a corto plazo.

LA NAVEGACIÓN MERCANTE Y DE CRUCERO. NORMAS DE SEGURIDAD Y PREVENCIÓN: ACTUACIÓN DE LA IMO: NORMAS PREVENTIVAS DE SEGURIDAD MARÍTIMA.- LA POSIBILIDAD DEL DENOMINADO TERRORISMO NAVAL. CONSECUENCIAS DEL 11-S.- PREVENCIÓN Y PLANES DE SEGURIDAD EN BUQUES, PUERTOS Y TERMINALES DE TRÁFICO DE PASAJEROS

Los problemas de seguridad naviera y portuaria en general y de buques mercantes y de pasajeros en particular han alcanzado un nuevo relieve con motivo de los acontecimientos vinculados a la lucha contra el terrorismo, tratando de promoverse medidas universales a adoptar por los organismos internacionales para garantizar la seguridad del pasaje, las tripulaciones y los buques, especialmente en lo referente a la vida y a la integridad física, así como los bienes comprometidos en la navegación. En este orden se han impulsado con profusión una serie de normas para la creación de operativos de control y fiscalización de puertos y terminales, tratando de abortar potenciales amenazas. A tal efecto, el Comité de Seguridad Marítima de la Organización Marítima Internacional (OMI) ha incorporado nuevas normas al denominado Código Federal de Regulaciones (CFR): se han promovido asimismo enmiendas significativas en capítulos del Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS), se ha elaborado también un proyecto de acuerdo internacional para la protección de buques e instalaciones portuarias y otras medidas relativas al control de contenedores y a la identificación por motivos de seguridad de la gente de mar y del personal portuario, procurando que se vayan incorporando, a partir de julio de 2004, los instrumentos recomendados por la Organización, todo ello dentro de los denominados desafíos de seguridad. Entre las medidas también se ha pensado en que los grandes cruceros pueden generar también graves problemas de seguridad y debe atenderse, de un lado al mantenimiento por los mismos de rutas que eviten posibles aguas especialmente peligrosas y de otro a las normas de seguridad interna contra posibles actividades delictivas en general y terroristas en particular. 


Debe citarse que en definitiva solo se trata de actualizar la Convención de Roma de 1988 para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, que ya enumeraba el listado de tales actos. En esta Convención se establecía que los gobiernos, las autoridades portuarias y administrativas, los dueños de buques, navieros, capitanes y tripulaciones debían tomar todas las medidas oportunas para prevenir actos ilícitos cometidos contra la seguridad de la navegación marítima, que pongan en peligro vidas humanas inocentes, que amenacen la seguridad de las personas y la propiedad, que afecten a las operaciones de servicios marítimos y que, por tanto, puedan constituir preocupación para la comunidad internacional. La normativa ha de ponerse en relación con las directrices emanadas de la IMO, desde su creación en Londres en 1958, compuesta actualmente por 158 Estados miembros y dos miembros asociados, regida por una Asamblea que se reúne vía anualmente y un Consejo rector y cuya primera motivación estuvo en el naufragio del Titanic y en las diversas investigaciones que siguieron, además de otras tragedias posteriores
.


Además de la seguridad del buque, la seguridad en puerto se proyecta en aspectos personales y materiales y muy especialmente en la coordinación con los servicios nacionales e internacionales, poniendo los puntos sobre las alertas y el manejo de tecnologías y aparatos detectores de explosivos, así como de rayos x e instrumentos de detección de riesgos, al margen de los aspectos relativos al salvamento a bordo. 


Parece evidente que, después de los trágicos acontecimientos del 11 de septiembre de 2001, las medidas generales adoptadas en distintos ámbitos han de proyectarse también sobre la protección en sede marítima. En la vigésimo segunda Asamblea de la ONU, celebrada en noviembre de 2001, se examinaron a fondo las medidas existentes y las previsibles para combatir actos violentos o delictivos en la mar. Paralelamente la Asamblea decidió celebrar la Conferencia Diplomática sobre Protección Marítima, que se llevó a cabo en diciembre de 2002 con medidas de protección de buques y puertos especialmente encaminadas a evitar que la navegación se convierta en un blanco más del terrorismo internacional, a cuyo efecto, entre otras cuestiones, se abordó la cooperación técnica con los países en desarrollo en materia de protección marítima. De todo ello se derivó la actualización de la Convención para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de 1988 y del Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental. Los controles de las medidas adoptadas en la Conferencia los ha de llevar a cabo el Comité de Seguridad Marítima que puntualmente debe evaluar los riesgos y amenazas para reducir la vulnerabilidad de los buques y las instalaciones. En el mismo sentido se tratará de concienciar a la sociedad usuaria de los servicios de navegación para que adopten medidas y precauciones de salvaguarda, tomadas con diligencia, creando unos hábitos que faciliten los fines perseguidos o lo que es lo mismo instaurando una cultura de seguridad, de la misma manera que se configura paralelamente la de protección ambiental contra la contaminación marítima. Las empresas de navegación, los navieros son los primeros interesados y encargados de actuar en la materia, siempre dentro del marco de la legalidad. 


En la Unión Europea, muy recientemente, se ha aprobado el Reglamento 725/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión, de fecha 31 de marzo de 2004, relativo a la mejora de la protección de los buques y de las instalaciones portuarias (PBIP), que establece como objetivo principal mejorar dicha protección frente a la amenaza de actos ilícitos deliberados y tanto en el tráfico internacional como en el nacional, estableciendo medidas que contribuyan a garantizar la navegación y el transporte marítimo en el ámbito de la Comunidad Europea, exigiendo a los Estados miembros un control riguroso en el cumplimiento de las reglas de protección por parte de los buques de cualquier origen que soliciten la entrada en un puerto de la Unión Europea y promoviendo la designación por cada Estado miembro de una Autoridad competente única que se encargue de coordinar y controlar la aplicación nacional de las medidas de protección de la navegación en el transporte marítimo.


En España, desde febrero de 2002, el Ministerio de Fomento, a través del Departamento de Puertos del Estado ha editado unas denominadas “Directrices para la elaboración e implantación de Planes de Protección Portuaria para la Seguridad de Terminales Portuarias de Pasajeros”, con apartados específicos para el tráfico de línea regular y el régimen de cruceros y un estudio específico del denominado “Plan de Protección del Puerto” (PPP) y “Plan de Protección de Instalaciones Portuarias” (PPIP), previéndose existencia de un Oficial de Protección de la Instalación Portuaria y un extenso programa de medidas y procedimientos para evitar la introducción a bordo de armas u objetos peligrosos o materias que puedan ocasionar alteraciones de la seguridad, estableciendo zonas de acceso restringido y también otros posibles Oficiales de Seguridad para la protección del buque de la Compañía y de Instalación Portuaria, con establecimiento de medidas a adoptar en caso de emergencia. Todo ello sin perjuicio de la actualización de todas estas normas y medidas de acuerdo con el movimiento internacional descrito, que deberá trasladar a nuestra legislación el Reglamento de la Unión 725/2004, antes referenciado. En la materia, por cierto, es cada vez más exigible y relevante que se consiga una coordinación entre Administraciones. No en vano el citado Reglamento de la Unión Europea prevé la designación de una Autoridad competente única en cada Estado en estos niveles de coordinación. Las diversas administraciones públicas habrán de ceder para la consecución de esta unidad de acción.

 INSUFICIENCIA NORMATIVA ESPAÑOLA 


Ya hemos expuesto con anterioridad los aspectos penales de la legislación española. Las limitaciones que existen en la legislación en materia de piratería, la referencia prácticamente única de tratamiento de este delito en la Conferencia del Mar Jamaicana de Montego Bay ratificada por España y el tratamiento no específicamente marítimo de los delitos de contrabando, tráfico de drogas, de emigración, tráfico de armas y otros. En la actualidad está en tramitación un Anteproyecto de Ley General de Navegación Marítima que ya ha sido propuesto por la Comisión General de Codificación
. Este Anteproyecto tiene como misión fundamental actualizar y modernizar el Derecho marítimo español en su integridad, de tal suerte que incorpora a un mismo texto legal las normas comerciales herederas del Libro Tercero del Código de Comercio de 1885, actualmente vigente, dedicadas al Comercio Marítimo y las normas de Derecho Público contenidas en parte en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y completadas con la regulación del Derecho Administrativo Marítimo e internacional Marítimo, con especial atención a la problemática de la contaminación. El Anteproyecto está siendo analizado en foros académicos y de la Administración y es de esperar que concluya con las actuales carencias en la materia y de fin a una etapa importante de la reforma en nuestras leyes marítimas que, por unas u otras razones, nunca se produce. En la dimensión internacionalista, la vocación del Anteproyecto es acoger los Convenios Internacionales sobre las distintas materias e insertar el Derecho comunitario. Sin embargo, tiene cierta laguna en lo que se viene conociendo como “Security”, las ya aludidas normas sobre Protección de Buques e Instalaciones Portuarias: PBIP.


En esta materia, sin embargo, aunque no delimitada específicamente de forma totalmente clarificadora en sus competencias, el Anteproyecto alumbra una interesante propuesta, consistente en la creación de la que se denomina Agencia Española de Seguridad Marítima, Salvamento y lucha contra la contaminación marina, Agencia ésta que tendría como principales funciones la evaluación de los riesgos de las zonas del litoral, en relación con los accidentes, las medidas preventivas para evitar posibles siniestros, la integración de funciones y misiones en materia de salvamento y accidentes y otras, especialmente dedicadas, sin duda, a la problemática de la contaminación marítima, pero que también en el marco general de su actuación podrá incluir cuestiones relativas a otro tipo de seguridad. 


El Anteproyecto a su vez estudia también los espacios marítimos y las competencias en los mismos de las diversas Administraciones, promoviendo las actuaciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en particular de la Guardia Civil del mar y también de la Armada Española, en el marco de sus competencias dentro del Derecho internacional y en concreto de la Conferencia del Mar. 

REFERENCIA A LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA Y DE LA ARMADA: NORMAS APLICABLES Y RECOMENDACIONES DEL MANUAL DE DERECHO MARÍTIMO PARA COMANDANTES DE BUQUES.


Vamos a contemplar a continuación dos grupos de normas para la actuación de las Administraciones y de la Armada en tiempo de paz y en los supuestos previstos de las operaciones de mantenimiento de la paz, sin que proceda detenernos ahora específicamente en las misiones dentro de la defensa nacional. 


En primer lugar cabe resaltar que los delitos que hemos estudiado en este trabajo de piratería, de emigración, tráfico de estupefacientes, tráfico de armas y otros, son objeto de contemplación por acuerdos bilaterales suscritos por España con otras naciones para coordinar la represión de estas prácticas y conductas, partiendo en primer lugar de la vigilancia y control de los espacios marítimos de la soberanía española, que corresponde a la Armada, siendo la vigilancia fiscal y la lucha contra el contrabando misiones específicas de la Guardia Civil a través del servicio marítimo y del denominado Servicio de Vigilancia Aduanera, antes denominado de Vigilancia Fiscal, con lo cual, podemos estructurar básicamente las competencias ministeriales con arreglo a la siguiente distribución: La persecución del contrabando se desarrolla esencialmente por parte del Ministerio del Interior y del Ministerio de Economía y Hacienda. La vigilancia de pesca es competencia del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, el salvamento marítimo del Ministerio de Fomento, la lucha contra la emigración ilegal – como hemos visto – esencialmente del Ministerio del Interior y el control del tráfico marítimo, también es de Fomento; todo ello sin perjuicio de las colaboraciones interministeriales y de las competencias de las Comunidades Autónomas, especialmente en temas de pesca y en aguas interiores.


Al ámbito del Ministerio de Defensa, además de la competencia específica dimanante de la tutela de la soberanía nacional, se le reconocen actuaciones de colaboración en la mayoría de las materias, es decir, en salvamento marítimo, inmigración ilegal, lucha contra la contaminación, vigilancia de pesca, lucha contra el contrabando y control del tráfico marítimo. En este orden participarán las Unidades de la Armada en actividades de salvamento de acuerdo con la Ley 60/62 de 24 de diciembre; en la lucha contra el contrabando, de conformidad con el Decreto 1002/1961, de 22 de junio, en relación con la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, modificada por el Real Decreto 136/2000, de 4 de febrero [que constituyen la regulación básica vigente en la materia] y con el Real Decreto 1649/1998, de 24 de julio, que desarrolla el Título II de la Ley Orgánica 12/95, citada, previendo la actuación de Unidades de la Armada al efecto; en la lucha contra la inmigración ilegal, tanto en el mar territorial como en la zona contigua en coordinación con el servicio marítimo de la Guardia Civil y con competencias plenas en alta mar para las operaciones de detección de dichas actividades, operaciones de apoyo de carácter preventivo, evitando que se produzca la entrada en el territorio del mar territorial de los barcos implicados y, en su caso, de carácter represivo, lo que pudiera dar lugar a actuaciones directas contra dichas embarcaciones ilegales, con los límites a los que nos referiremos más adelante. 


Sin embargo, en la mayoría de los casos estas actuaciones contra la inmigración ilegal, cuya tipificación delictiva hemos estudiado anteriormente, van a tener carácter humanitario que es preferente en orden a la seguridad de las personas implicadas, mientras que las acciones efectivas se controlarán por los Centros de Control y Salvamento de la Dirección General de la Marina Mercante y por el Servicio Marítimo de la Guardia Civil. Cabe manifestar la necesidad, a la vista de la magnitud del problema, de que se trasmitan a las unidades navales unas reglas de interpretación que posibiliten una actuación fundada en el ordenamiento vigente, pero con precisiones que no constan en el mismo habida cuenta de la singularidad de las formas en que se produce la llegada de pequeñas embarcaciones, cayucos o pateras. Si la embarcación es de una cierta entidad, con tripulantes, que están llevando a cabo una actuación lucrativa, se procederá a la coordinación judicial para la persecución de los delitos, asistiendo y conduciendo a los emigrantes para la actuación administrativa correspondiente. Cuando, no obstante, se trata de pateras o cayucos en las que normalmente son los propios emigrantes los que las conducen, la actuación únicamente parece que puede dirigirse a auxiliarles y facilitar que no se produzcan víctimas hasta su entrega a las Autoridades del Ministerio del Interior en tierra. Todo ello sin perjuicio de los Convenios Internacionales con los países en los que se inicia la actividad ilegal de emigración. De cualquier forma no están debidamente delimitadas las competencias administrativas, la coordinación se produce de una manera un tanto voluntarista y se aprecia una cierta dificultad de organización ante el problema, explicable porque, sin duda, es verdaderamente muy complejo.


En cualquier caso, en acciones constitutivas de delito, la previa autorización judicial deberá presidir toda actuación administrativa, con independencia de situaciones especiales o excepcionales de emergencia o urgencia, cuando concurra imposibilidad de la solicitud o en los delitos flagrantes. Trataremos, a continuación, de precisar nuestra opinión sobre los límites competenciales, dentro de la relativa penuria reguladora o dispersión. En primer lugar, entendemos que la piratería, definida con los límites de la Conferencia del Mar de Montego Bay de 1982, es decir, los actos de detención, violencia o depredación cometidos por un buque privado contra otro buque o aeronave en aguas internacionales o en cualquier lugar no sometido a la jurisdicción de ningún Estado o contra personas o bienes a bordo de ellos es perseguible directamente – dando previa o, en su caso, inmediata cuenta a la Autoridad Judicial española - por buque de la Armada cuando exista conciencia de la condición de buque pirata, cualquiera que sea su nacionalidad, por el principio de jurisdicción penal universal, pudiendo ser apresada, teniendo en cuenta que los errores en los apresamientos o capturas podrán dar lugar a indemnización.


En el ámbito del denominado tráfico ilícito de estupefacientes, la Convención de Naciones Unidas de 1988 y el Derecho internacional permite a cualquier Estado requerir la cooperación de otras naciones para la persecución de un buque traficante y al Estado que sospeche de dicho tráfico, notificarlo al Estado del Pabellón, solicitando autorización para tomar las acciones contra el buque infractor. Es decir, en este caso se mantiene, en principio, la Ley del Pabellón, no obstante lo cual, como antes contemplábamos, este delito es susceptible de persecución por el principio de jurisdicción penal universal, previsto en el art. 23.4 de nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. De ser Pabellón español e incluso en el caso antes descrito de Pabellón extranjero deberá darse cuenta a la Autoridad judicial que decidirá al respecto, todo ello con la especial urgencia derivada de la situación. Consideramos que no debe actuarse en este tipo de delito sin resolución judicial previa, salvo los casos en que proceda evitar la fuga, cuando hay flagrancia o constancia de antijuridicidad.


Si se diera el delito de transporte de esclavos con su denominación tradicional, su persecución entraría dentro también del principio de jurisdicción penal universal y de forma similar al supuesto de piratería. En ambos casos – piratería y tráfico de esclavos – se dará el derecho de los buques de la Armada a la aproximación, visita y persecución con los avisos previos al efecto para su detención.


En el caso de la inmigración, las embarcaciones que verifiquen transporte de emigrantes ilegales con tripulantes dependientes de la organización lucrativa y por tanto con comisión de presunto delito, el buque de la Armada efectuará su seguimiento y control, dando cuenta a las embarcaciones de la Guardia Civil para su seguimiento en aguas españolas, pudiendo auxiliar para su conducción a puerto y puesta a disposición judicial de los culpables, sin perjuicio del tratamiento humanitario a los emigrantes y de las resoluciones administrativas sobre la repatriación de éstos últimos. Por las especiales características, sin perjuicio de la oportunidad, en todo caso, de dar cuenta a la Autoridad judicial, pensamos que se podrá operar gubernativamente de forma directa, sin perjuicio como es lógico, de la puesta a disposición del Juez de manera inmediata de quiénes hayan incurrido en delito.


Controvertido es asimismo el denominado derecho de asilo, regulado en España por la Ley 5/1984, de 26 de marzo y de los refugiados, regulados por la Ley 9/1994, de 19 de mayo y por el R.D. 203/1995, de 10 de febrero. Su fundamento en la actualidad es la protección del perseguido político por razones de razas, religión, nacionalidad, etc, y su petición puede hacerse en cualquier frontera española o en un buque de guerra, de acuerdo con la denominada ficción de extraterritorialidad del buque y en la inmunidad de jurisdicción, teniendo un procedimiento no sencillo que, sin embargo, tiene un momento trascendental que es la admisión a trámite de la petición de asilo, que da lugar a la autorización de la entrada y de la permanencia provisional del solicitante. El asilo naval equivale al terrestre y será el Comandante del buque de guerra quién decida, siempre con carácter provisional, esta admisión a trámite. 


También la vigilancia marítima - entendida como la garantía de los fines de la defensa nacional y la vigilancia del paso inocente o el tránsito por el mar territorial y el Estrecho de Gibraltar de unidades militares extranjeras, así como la vigilancia sobre transmisiones radioeléctricas no autorizadas, cables submarinos y otros delitos cometidos en el espacio marítimo de soberanía española o a bordo de buques españoles fuera de dichos espacios - entra dentro de estas labores de la Armada, si bien también se aprecia cierta dispersión normativa que en alguna medida trata de solucionar el ya estudiado Anteproyecto de Ley General de Navegación Marítima cuando contempla las labores de actuación en caso de delitos, paso inocente, competencias en los espacios marítimos, derecho de persecución en la zona contigua, derechos en zona económica exclusiva y otros.


Por último, una breve referencia a las actuaciones de la Armada dentro de las operaciones de mantenimiento de la paz, asistencia humanitaria y apoyo a las medidas coercitivas establecidas en acciones autorizadas por el Consejo de Seguridad, de conformidad con los Capítulos VI y VII de la Carta de la ONU, el primero que regula los medios pacíficos de solución de las controversias internacionales y el segundo que estudia las medidas adicionales para conseguir el acatamiento por un Estado infractor del orden internacional a fin de mantener o restablecer la paz y la seguridad vulnerada dando lugar incluso a una declaración autorizada para llevar a cabo embargos económicos, determinadas formas de bloqueo o incluso el uso de la fuerza. En tales casos los parámetros de actuación del buque de guerra son la Resolución del Consejo de Seguridad dentro del ámbito de las competencias del Capítulo VII y las Reglas de Enfrentamiento (ROE) para la operación de que se trate. En esta situación, cuando el buque se encuentre ante un acto hostil en el desarrollo de la misión que se le ha encomendado podrá aplicar los principios de legítima defensa individual o colectiva, cuya articulación se basa en tres principios que son la necesidad, la proporcionalidad y la inminencia, es decir, que la necesidad de defenderse sea manifiesta y precisamente en el momento inmediato en que se ha de tomar la decisión. Sobre esta cuestión hay algunos casos controvertidos dentro del derecho internacional marítimo, pero tanto este problema como todos los vinculados en mayor o menor medida a los conflictos armados exceden del propósito que ha orientado este trabajo.   


Todo ello, como parte de las consideraciones que hemos efectuado en este epígrafe, está integrado en el Manual de Derecho Marítimo para Comandantes de Buques y Estados Mayores que es objeto de estudio en la Escuela Naval y en la Escuela de Guerra Naval y que sin duda ofrece una pauta de actuación que creo que puede calificarse como rigurosa, sin perjuicio de que deberá ser constantemente actualizado. Con el uso de esta publicación y del denominado Manual de San Remo sobre Guerra Marítima, que incluye multitud de aspectos sobre la actualización de los principios de la Conferencia de La Haya de 1907 sobre Conflictos Armados en la Mar y sobre los Convenios de Ginebra de 1949, nuestros Comandantes de buque disponen de las muy necesarias guías y esenciales principios de orientación para la decisión. 

CONCLUSIONES

1ª.- La piratería tiene una raíz histórica que comienza en Grecia, Roma y la actuación de los vikingos, desarrollándose luego durante las Cruzadas y en paralelismo al fenómeno del corso marítimo, aunque aquella debe ser considerada en todo caso delito, sin perjuicio de que algunos países la hayan utilizado políticamente. En España en todo caso la hemos sufrido y casi nunca utilizado, aunque sí hemos hecho uso del corso marítimo. Especialmente la padecimos en la América hispana y en actos de depredación en tierra y en las expediciones a España desde el nuevo mundo. La idea romántica y novelesca legendaria no debe hacer olvidar la condición contraria a derecho en toda su historia.

2ª.- La legislación española en materia de piratería la configuró como delito en todos los Códigos Penales desde 1822, habiéndosela tipificado tanto en los Códigos Penales comunes como en los militares, hasta el Código de Justicia Militar de 1945 y en la Ley Penal Disciplinaria de la Marina Mercante, hoy derogada, de 22 de diciembre de 1955. 

Esta tradición de tipificación penal se rompe en el Código Penal actual de 1995 y en el Código Penal Militar de 1985. Sin embargo, es aplicable – por haber sido ratificada – la definición y perseguibilidad de la piratería configurada al art. 100 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (Convenio de Jamaica) de 1982, en la que se adopta la fórmula de calificarla como delito contra la comunidad internacional perseguible por todos los países por el principio de jurisdicción penal universal. Pensamos que, no obstante, debería introducirse en nuestro derecho interno, aunque actualmente la moderna piratería, que tiene una importante incidencia, se desarrolla lejos de nuestras aguas (Malasia, Somalia, Estrecho de Malaca y en algunas costas suramericanas) la previsión y la solidaridad internacional harían oportuna su tipificación como delito en nuestro propio derecho, conforme a la tradición jurídica española.

3º.- Otras formas de delincuencia en el siglo XXI son el tráfico de estupefacientes y de armas y explosivos y la emigración ilegal, todas las cuales emplean habitualmente el medio marítimo para su desarrollo. Las dos primeras mantienen un alto nivel de colaboración internacional que facilita su perseguibilidad, a pesar de lo cual la incidencia en el tráfico de drogas y su desarrollo es verdaderamente alarmante, aunque resulta esperanzador el éxito policial y judicial en colaboración sobre todo por parte de los países europeos. En nuestro derecho el número de actuaciones judiciales y de decomisos es creciente aunque el problema sigue siendo muy grave desde el punto de vista de la incidencia social, económica y en la juventud.

4ª.- La inmigración ilegal constituye un delito de los últimos años, muy complejo, en el que hay que distinguir a las mafias organizadoras con fines lucrativos del transporte de emigrantes y a estos últimos que son en realidad víctimas de la miseria y de su deseo de acceder a una vida mejor. Por ello, el tratamiento delictivo es oportuno y eficaz; sin embargo, la problemática administrativa y de deportación es complicada, siendo necesaria la actualización de la política de emigración y muy en particular la determinación de las competencias administrativas y de la Armada en la materia, además de mantener la colaboración internacional con los países de los que parten los flujos emigrantes.

5ª.- Hemos analizado las normas preventivas de seguridad marítima en relación al fenómeno del posible desarrollo del terrorismo naval, previsible tras los acontecimientos del 11-S, del 11-M y de los atentados de Londres y Bombay. La Unión Europea ha promulgado el Reglamento 725/2004 y en España estamos adoptando medidas de prevención tanto en buques mercantes como en buques de pasaje y cruceros.

6ª.- La insuficiencia de la normativa española se dá prácticamente en todos estos campos, aunque puede que quede parcialmente paliada cuando se promulgue la Ley General de Navegación Marítima, de la que existe ya un Anteproyecto muy avanzado y sometido a debate, que contempla cuestiones de derecho público, administrativas e internacionales, además de las normas mercantiles, que sustituirán al Libro III del Código de Comercio y a las Leyes Marítimas mercantiles especiales.

7ª.- La actuación administrativa y las competencias ministeriales y autonómicas deben ser objeto de actualización y, si fuera posible, de unificación normativa, pues se aprecia en alguno de los casos – particularmente en la emigración ilegal – un cierto grado de descoordinación incluso, a veces, con las Autoridades Judiciales y la Fiscalía, aunque el fenómeno es tan complicado que es comprensible la situación. La Armada, en particular, a su vez debería obtener y concretar este catálogo competencial en materias sobre todo relativas al tiempo de paz. La actual normativa está siendo sistematizada, a nuestro juicio con acierto, a través del uso de un denominado Manual de Derecho Marítimo para Comandantes de buques y Estados Mayores, elaborado con rigor y que debe actualizarse permanentemente y completarse con la utilización del llamado “Manual de San Remo” en materia de Derecho internacional marítimo y de guerra marítima y con los Convenios de Ginebra de 1949.
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� CORRALES ELIZONDO, A.: “Regulación jurídica del Corso y Piratería Marítima”: Conferencia en el Cuartel General de la Armada, organizada por el Instituto de Historia y Cultura Naval, con motivo de los ciclos conmemorativos del aniversario de la Batalla de Trafalgar, 2004. 


� Cfr. Vigier de Torres, A. “Derecho Marítimo”. Madrid. “Subsecretaría de la Marina Mercante”. Madrid, 1969. págs. 279 y sigs.


�La historia griega es mezcla de realidad y fantasía en un comienzo, como la mitología nos lo recuerda, pero los personajes reales que pueblan aquélla tuvieron, de un modo u otro, que ver con el mar. Las viejas leyendas de los Argonautas, o del Minotauro cretense reflejan también la sumisión de determinadas comarcas al poderío de los piratas de la época.


� Cien años después, otro personaje sería también llamado así; se le conocía también como Eustaquio el Monje, que actuó a órdenes de Felipe Augusto, rey de Francia, que a fines del siglo XII se lanzó a la tercera Cruzada con Ricardo Corazón de León. No fue el único que pasó, como veremos, de la vida religiosa a la piratería. Poco a poco la leyenda se fue apoderando de él, como de tantos otros aventureros, que, vistos hoy a la distancia, impresionan como más heroicos y menos interesados de lo que en realidad fueron. 





� La piratería pura prácticamente había desaparecido a fines de la Edad Media de las costas europeas; se había transformado en corso o había sido aniquilada por las naciones civilizadas. Pero los nuevos descubrimientos habían agregado miles de kilómetros de costas, que eran una tentación para quienes se dedicaban al pillaje. Y surge el bucanero, en las islas antillanas que poseían ganado del que los piratas se alimentaban, comiéndolo ahumado, como se hacía entre los nativos del Nuevo Mundo.


� Morgan, el Olonés, Barbanegra, el Capitán Kidd son nombres legendarios. Gran parte de las ideas y consideraciones sobre los piratas históricamente relevantes pueden estudiarse en la obra de Gosse, Philip: “Quien es quien en la piratería”. Colección Renacimiento. Serie “Isla de la Tortuga”. También en G.H. Haring: “Los bucaneros de las Indias Occidentales en el siglo XVIII”, de la misma Editorial.


�Los gobernadores, sin embargo, siempre procuraron guardar una relación de ambivalencia con respecto a los piratas que protegían. Tal es el caso del gobernador de Louisiana, Claiborne, que pasa en pocos años de poner precio a la cabeza del pirata Jean Lafite a solicitar su ayuda en la guerra contra Inglaterra.


� Cfr., sobre este punto: García Arias, L. “Historia del principio de libertad de los mares”. Santiago de Compostela, 1946. La tesis del mar libre es la sostenida por Grocio, contradicha por Serafín de Freitas y Juan de Solórzano Pereira, juristas del XVII que basaban su argumentación no tanto en fórmulas jurídicas sino históricas y concretamente en la bula de Alejandro VI en la que se proponía una situación monopolista que favorecía a España y Portugal. En las polémicas sobre la libertad de los mares figuraron siempre intereses nacionales o regionales, como fueron las aspiraciones venecianas al dominio del Adriático o las genovesas a la soberanía sobre el mar de Ligur. En el mismo sentido y contra los principios de libertad de las comunicaciones, surgió en Inglaterra la doctrina de Selden, mas historiador que jurista. La polémica se prolongó en el siglo XVIII destacando la obra del holandés Bynkershoek “De dominio maris” en la que se analizaban criterios sobre las pretensiones de apropiación de determinados mares, tales como los derivados del descubrimiento, la ocupación, la atribución pontificia o imperial, la posesión de las costas vecinas, la convención o pacto y la prescripción adquisitiva. El autor holandés contradijo una a una todas las argumentaciones de los “monopolistas”  y abrió lo que siempre fue doctrina en la Escuela Española del Derecho Natural de Francisco de Vitoria, es decir la defensa de la libertad de navegación, la imposibilidad de limitación de los espacios oceánicos y la tendencia a lo que luego habría de ser el control jurisdiccional sobre el mar territorial y en nuestros días la zona económica exclusiva, cuestiones éstas que en definitiva son también limitaciones al principio de libertad de los mares pero promovidas en base a Convenciones Internacionales y no a imposiciones unilaterales mas o menos imaginativas pero casi siempre fundadas en puntos de vistas más egoístas y de fuerza que jurídicos.


� Así lo afirma Serrera, Ramón Mª: “Las Indias Españolas en el siglo XVII”, en “Historia de España”, Planeta, Madrid, 1990; Tomo 8, Cap. 4, págs. 312 y sigs.


� En todo caso, al pirata capturado se le ahorca, según la tradicional ley del mar. Si tiene suerte, sin embargo, puede ser condenado a galeras en la flota de Cartagena de Indias. Asimismo, se persigue el contrabando que se castiga con prisión o multa y confiscación de la carga. 


En actividades similares de menor trascendencia, contrarias a los intereses de la Corona, se aplican penas de trabajos forzados, que normalmente acompañan a la prisión. También, en ocasiones, si el capturado es considerado hereje (inglés u holandés) puede ser condenado por la Inquisición, al igual que quienes comerciaron con ellos. En general, al súbdito español que comercia con contrabandistas, se le aplicaba, conforme a Reales Cedulas de 14/1/1724 y 30/4/1730 la pena de trabajos forzados, pudiendo llegar a la pena de muerte, con límite suavizado a 6 años por Real Orden de 17/7/1799.


	De otro lado, es de destacar que se impulsa que se juzgue y castigue en Indias. Así, según Real Cedula de 22 de abril de 1796, se ordena que contra los intereses de la Corona sean los contrabandistas extranjeros [como los autores de otros delitos en la mar y en comercio] castigados aquí (en América) con pena capital u otra moderada si procede “y nunca se remitan a España”.


� Con el propio Río de la Plata se asocian varios nombres en su historia: Drake y Cavendish en sus comienzos, luego Fontane y finalmente el más célebre, que asoló las costas de Rocha y Maldonado: Étienne Moreau, que antes de dejar la vida en la zona de Castillos, bastantes dolores de cabeza había de dar al gobernador Zabala.


� Cfr: Rodríguez Devesa, J.M.: “Derecho Penal Español”, Parte General, Madrid 1973, pág. 184.


� Cfr. Quintano Ripollés, A: “Curso de Derecho Penal Español”, Parte Especial, Editorial Revista de Derecho Privado, Madrid, 1963; págs. 589 y sigs.


� Cit. Pág. 590


� La Conferencia de Montego Bay se alargó largos años por las ambiciones económicas de los países, tanto en la ampliación de los espacios marítimos territoriales - pensemos en la teoría del “Mar Presencial” de Chile – como en las tendencias a instaurar derechos sobre las riquezas de las plataformas continentales, los fondos marinos, la fauna pesquera, etc. Esta sensación de egoísmos concentrados sirvió de inspiración a uno de los Delegados de España en la Conferencia, nuestro querido compañero y amigo el General Cervera para redactar un libro de poemas con el título de, precisamente, “Mar Presencial”, dedicado a la Conferencia. Algunos de los títulos son muy expresivos. En uno de ellos habla de “Mar circunstancial”, en otro de “Mar repartido”. No nos resistimos a copiar parte de alguno de estos bellos y significativos  sonetos y poemas: 


	Este mar programado cada día 


	en Bruselas, Ginebra o Nueva York;


              obligado a ignorar la geografía,


              a transcurrir sin odio y sin amor.         


Y, más adelante, exhortando al principio de libertad de los mares escribe:


              Niégate a fondo y no sueñes despierto,


              canta a tu libertad que se cancela


              en los ingratos gestos de los hombres.


No obstante, sin lugar a dudas, hay que considerar a mi juicio que la Conferencia tuvo un resultado muy positivo, aunque tal vez la materia económica, los fondos marinos, no haya conseguido culminar una fórmula de entendimiento permanente y de consecución de soluciones a los litigios. Sin embargo, en la materia que aquí estudiamos, de los delitos en la mar y de la piratería en particular los avances y la sensación de acuerdo general y estable nos parecen significativos y notables. 


� Dice el art. 23.4 LOPJ: “Igualmente será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, según la ley penal española, como alguno de los siguientes delitos: a) Genocidio. b) Terrorismo. c) Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves. d) Falsificación de moneda extranjera. e) Los delitos relativos a la prostitución y los de corrupción de menores o incapaces. f) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes. g) Y cualquier otro que, según los tratados o convenios internacionales, deba ser perseguido en España”. Con anterioridad estuvo tipificada como delito la piratería en la Ley penal y Disciplinaria de la Marina Mercante, de 22.12.1955; art. 9; hoy derogada por la Ley de Puertos.


� A lo largo de la historia de la piratería, esa persecución internacional en realidad se presentaba como medio de autodefensa contra actos de degradación realizados o por realizar. La historia de la América hispana es, entre otras muchas cosas, la de las construcciones de fortalezas y formas de defensa contra naves y asaltos piratas, así como la de la protección de navíos mercantes, en el transporte de los productos de Ultramar a la Metrópoli.





� Con una tendencia a la disminución en el 2002 respecto al 2001, toda vez que, por ejemplo, en el año 2001 la cocaína decomisada fueron 33.000 kilos. En grado menor nos encontramos con la LSD, con decomiso de 26.000 dosis en el 2001 y sólo 900 en el 2002 y los psicotrópicos que también descienden en un 50% de los 2.000.000 de unidades en el año 2001. El número de muertes, sin embargo, por causa de estos consumos supera a los 200 y los países suministradores son principalmente Marruecos y Colombia. Por lo que se refiere a los procedimientos judiciales por tráfico superan los 25.000 anuales.


� Entre estas operaciones, concretamente con cocaína, cabe citar los buques Africa I (5400 kilos); Lugo (4900); White Sands (4000 kilos) y Diosa Maat (2.700 kilos), cuatro operaciones muy importantes que en conjunto suponen más de 17.000 kgs. de cocaína y más del 50% de la cocaína encontrada en nuestro país.


� La creación de la Fiscalía Especial para la prevención y represión del tráfico de drogas nace de la intención de perseguibilidad en la materia, sobre todo contra las organizaciones de traficantes, actuándose también en algunos casos puntuales de corrupción policial. La Fiscalía colabora con unidades de apoyo policiales específicas y con la denominada “Unidad central de estupefacientes”.


� Sobre estas cuestiones cfr. MARCHAL ESCALONA, A. N.: “Drogas. Actuación policial. Problemas en la investigación”, en el volumen “Drogodependencia y Derecho”. Cuadernos de Derecho Judicial VIII, 2003. CGPJ. Madrid, 2003.


� El volumen de personas llegadas por medio marítimo a través de las denominadas “pateras” se ha incrementado en los últimos años y meses, especialmente en las Islas Canarias y en las costas del sur de España. El número de fallecimientos que, además, se produce por la falta de condiciones de navegabilidad y seguridad de estas pequeñas embarcaciones va creciendo en una trágica realidad que ha motivado sucesivos planes de la policía nacional, de la Guardia Civil del mar y de tierra y de la Armada, dentro de sus respectivas competencias, en tareas, sobre todo, de represión de mafias y de la delincuencia organizada que se encuentra detrás del fenómeno.


� Sobre estos temas Cfr. TERRADILLOS BASOCO, J.M: “Tráfico ilegal de emigrantes”, en “Derecho Penal, sociedad y nuevas tecnologías”; Colex; Madrid, 2001, págs. 17 y sigs. También ALVAREZ ALVAREZ, G: “La protección contra la discriminación del extranjero en el Código Penal”, en el Volumen “El extranjero en el derecho penal Español sustantivo y procesal”, Manuales de formación continuada nº 5, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2000, págs. 355 y, especialmente, PALOMO DEL ARCO, A.: “Criminalidad organizada y la inmigración ilegal” en Cuadernos de Derecho Judicial II – 2001, en el Volumen “La criminalidad organizada. Aspectos sustantivos, procesales y orgánicos”. Consejo General del Poder Judicial; Madrid, 2001, págs. 171 y sigs.


� El histórico y emblemático naufragio de 14 de abril de 1912 sigue siendo todavía un referente en estas cuestiones, discutiéndose aún las responsabilidades y si pudo evitarse la colisión con el iceberg causante de su hundimiento, concluyéndose generalmente que la excesiva velocidad y la falta de atención en las guardias de navegación fueron los motivos desencadenantes.





� Cfr. sobre este punto: “La Modernización del Derecho Marítimo Español”. La propuesta de Anteproyecto de Ley General de Navegación Marítima. “Navalia Técnica”, Santander 2005, que integra una serie de trabajos sobre el Anteproyecto presentados el verano de 2005 en la Universidad Internacional Menéndez y Pelayo bajo la dirección de Emilio Beltrán. 
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